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COMISIÓN DE MEDIDAS FITOSANITARIAS
Cuarta reunión

Roma, 30 de marzo – 3 de abril de 2009 

Significado de la expresión “funcionario público” del párrafo 2 a) del Artículo V de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria

Tema 13.10 del programa provisional

I. Introducción

1.
En diciembre de 2008, la Secretaría de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF) recibió una carta de Letonia solicitando, de conformidad con el párrafo 3 del Artículo V del Reglamento de la Comisión de Medidas Fitosanitarias (CMF), la inclusión de la “admisibilidad de la interpretación de ‘funcionario público’” en el programa de la cuarta reunión de la Comisión (CMF-4, 2009). Además, Letonia adjuntó un documento de posición elaborado por la Organización Europea y Mediterránea de Protección de Plantas (EPPO) titulado “Posición de la EPPO sobre la interpretación de la expresión ‘funcionario público’ de la Oficina Jurídica de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO)” (Apéndice del informe de la 18.ª Consulta Técnica)”. Este documento de posición de la EPPO se adjunta como Anexo 1 de este documento.

2.
En el presente documento se proporciona información de referencia acerca de las deliberaciones sobre la interpretación de la expresión “funcionario público” o “la persona autorizada a firmar un certificado fitosanitario” que se vienen manteniendo desde 1996 en varios foros de la CIPF y se proponen posibles opciones a fin de que sus Miembros las examinen ya que es un asunto que concierne a todas las Partes Contratantes.

II. Antecedentes

3.
El debate sobre la función de las organizaciones nacionales de protección fitosanitaria (ONPF) con respecto a la emisión de certificados fitosanitarios se remonta a la última revisión de la CIPF. En la Consulta de expertos sobre la revisión de la CIPF celebrada en 1996 se recomendó que “las únicas organizaciones competentes para emitir certificados fitosanitarios eran las ONPF, si bien el personal bajo la autoridad de dichas organizaciones podía llevar a cabo actividades conexas” (informe de la Consulta de expertos sobre la revisión de la CIPF, Roma [Italia], del 25 al 29 de marzo de 1996, página 19). 

4.
En la Consulta técnica sobre la revisión de la CIPF celebrada en 1997, se prestó especial atención al hecho de que en determinados Estados federales la responsabilidad de emitir certificados fitosanitarios recayera en el estado federado en lugar de en el plano nacional (véase el informe de la Consulta técnica sobre la revisión de la CIPF, Roma [Italia], del 13 al 17 de enero de 1997, párrafo 34). En la Consulta técnica no se logró un acuerdo sobre este tema, que fue remitido a la Conferencia de la FAO a fin de que tomara una decisión al respecto.

5.
En 1997, a tenor de los cambios recomendados por el Comité de Asuntos Constitucionales y Jurídicos, el Consejo de la FAO, en su 113.º período de sesiones, aprobó la nueva redacción del Artículo V de la CIPF que se transmitió a la Conferencia de la FAO en su 29.º período de sesiones (celebrado del 7 al 18 de noviembre de 1997). La Conferencia de la FAO, en su 29.º período de sesiones, aprobó mediante la Resolución 12/97-A las enmiendas propuestas a la CIPF y tomó nota de las interpretaciones convenidas presentadas por el Comité de Agricultura. Estas interpretaciones se recogieron en el Apéndice I del informe del 29.º período de sesiones de la Conferencia de la FAO, que incluyen la siguiente interpretación del Artículo V (Certificación fitosanitaria): “Quedó entendido que la frase del párrafo 2 a) del Artículo V ‘funcionarios técnicamente cualificados y debidamente autorizados por la organización nacional de protección fitosanitaria’ comprendía a los funcionarios de ese servicio”.
6.
En 2005, en la 17.ª Consulta Técnica entre Organizaciones Regionales de Protección Fitosanitaria (CT-ORPF)
, los debates sobre la expresión “funcionario público” se volvieron a plantear, en concreto, en relación con los procedimientos de acreditación. En la 17.ª CT-ORPF se tomó la decisión de que las cuestiones relativas a la revisión de las normas internacionales para medidas fitosanitarias (NIMF) n.º 7 y n.º 12 deberían debatirse en la 18.ª CT-ORPF y que las ORPF deberían determinar las cuestiones que han de examinarse.

7.
En la 18.ª CT-ORPF (2006), se abordó en detalle una interpretación del párrafo 2 a) del Artículo V (véase el informe de la 18.ª CT-ORPF, párrafos 11 a 16). Varios delegados solicitaron aclaraciones en relación con la persona autorizada para firmar el certificado. La Secretaría explicó que puede firmar el certificado fitosanitario cualquier persona a la que se hubiera concedido la facultad legal para firmar en nombre de la autoridad competente del Gobierno (generalmente la ONPF); en teoría, podría ser cualquier persona, desde el Ministro hasta otros cargos de menor rango (que hayan asumido las competencias delegadas). En la reunión se recordó que la CIPF era un acuerdo suscrito entre Estados soberanos y que, por tanto, la responsabilidad jurídica recaía en los gobiernos que son parte en la misma. Un “funcionario público”, en el sentido del párrafo 2 a) del Artículo V, normalmente sería una persona pagada por el Gobierno que tuviera el mandato de actuar en su nombre y fuera responsable desde los puntos de vista jurídico, técnico y administrativo de la expedición del certificado.

8.
Con respecto a los gobiernos federales, en la 18.ª CT-ORPF se mencionó asimismo que el gobierno central, es decir, el signatario de la CIPF, podría delegar la competencia de expedir certificados en los gobiernos o autoridades estatales o provinciales en virtud de la estructura constitucional o administrativa del país, si bien el gobierno central seguiría siendo, en cualquier caso, el órgano con la obligación jurídica en lo que respecta al certificado (siendo el sello, o los sellos, los de una autoridad pública). En la 18.ª CT-ORPF se propuso que se definiera la expresión “funcionario público” y que se preparara una nota sobre la interpretación del párrafo 2 a) del Artículo V y que se adjuntara al informe.
9.
En 2007, en la 19.ª CT-ORPF se examinó nuevamente el tema relativo al “funcionario público”. Una ORPF señaló que, de acuerdo con su interpretación del CIPF, únicamente los procedimientos fitosanitarios que llevan a la expedición de un certificado fitosanitario podían realizarse por personas o entidades distintas de las ONPF, pero que en la CIPF no estaba previsto que pudieran firmar certificados fitosanitarios. Se estimó que esta cuestión debería quedar resuelta antes de que se modificara la NIMF n.º 12.

10.
Tras las deliberaciones mantenidas en la 19.ª CT-ORPF, se formularon las siguientes propuestas: 

“Tal como se menciona en la nota de la Oficina Jurídica sobre la interpretación de ‘funcionario público’ enviada al Servicio de Protección Vegetal (AGPP) en enero de este año [Apéndice IV del informe de la 18.ª CT-ORPF], deben aclararse dos cuestiones: 
a) la inspección y otras actividades conexas, que se atribuyan a la ONPF pero que puedan ser llevadas a cabo bien por las propias ONPF o por otra entidad bajo su autoridad; 
b) la expedición del certificado, que se realizará exclusivamente por la persona a la que se le haya concedido la autorización legal para firmar en nombre de la ONPF. 
Dependiendo de los diversos sistemas administrativos de las Partes en la CIPF, la persona responsable de firmar el certificado puede ser un funcionario público o estar a cargo de una entidad contratada externamente que actúe en nombre de la ONPF. En el segundo caso, la entidad o persona que actúe en nombre de un ‘funcionario público’ será ‘debidamente autorizada’ y ‘técnicamente cualificada’. La responsabilidad sigue siendo del Gobierno”.

11.
En febrero de 2008, el Grupo de trabajo de expertos para la revisión de las NIMF n.º 7 y n.º 12 se reunió y examinó también la interpretación de la expresión “funcionario público”. En dicho Grupo se acordó no obstante esperar a las conclusiones de las deliberaciones sobre este tema mantenidas en la tercera reunión de la CMF (CMF-3, 2008) antes de finalizar una propuesta de texto al respecto.

12.
Paralelamente a la CMF-3 (2008), el 7 de abril de 2008 se celebró una reunión con el Comité de Sanidad Vegetal del Cono Sur (COSAVE). En esa reunión se señaló que la definición de funcionario público dependía de las prácticas y la administración nacionales en lugar de en propuestas formuladas por organizaciones internacionales como la FAO. Se tomó nota de que había varios sistemas jurídicos en vigor en el mundo y de que los certificados fitosanitarios deberían ser expedidos por un “funcionario público” con la debida autorización legal y las cualificaciones técnicas, tal como se establece en el sistema jurídico nacional del país en cuestión. 

13.
Tras los debates, el COSAVE solicitó que se modificara la interpretación propuesta de “funcionario público” que se adjunta al informe de la 18.ª CT-ORPF (2006) (“Interpretación de la expresión ‘funcionario público’ del párrafo 2 a) del Artículo V de la CIPF”). El 21 de abril de 2008 el COSAVE envió una solicitud a este respecto.

14.
Este asunto se examinó más a fondo en la 20.ª CT-ORPF (2008). En dicha Consulta se acordó que, en principio, la expresión “funcionario público” no debería estar en oposición a la legislación nacional y que no existía una única definición para todas las Partes Contratantes. No obstante, estaba previsto examinar el asunto más a fondo en la 21.ª CT-ORPF (2009) a tenor de una propuesta revisada.

15.
En diciembre de 2008, Letonia transmitió la solicitud de examinar el asunto de la interpretación de “funcionario público” en la CMF-4 a la Secretaría de la CIPF. A la solicitud de Letonia se adjuntó un documento de posición de la EPPO titulado “Posición de la EPPO sobre la interpretación de la expresión ‘funcionario público’ (Apéndice del informe de la 18.ª Consulta Técnica)”. En este documento de posición de la EPPO se señaló que “[el] Consejo de la EPPO (podría) no aceptar que la interpretación de la expresión ‘funcionario público’ (autorizara) a particulares o empresas privadas a expedir certificados fitosanitarios. El Consejo de la EPPO (insistió en) que sólo las personas con cargos gubernamentales se consideran funcionarios públicos. Por gubernamental se entiende normalmente la ONPF.” (Véase también el Anexo 1).

III. Posibles opciones para abordar este asunto

16.
Una consideración pertinente en el marco del derecho internacional es que las Partes en la CIPF tienen la obligación de cumplir con sus obligaciones. A estos efectos puede que sea necesario interpretar disposiciones específicas de la Convención.

17.
La CIPF es un tratado; la interpretación de las disposiciones de un tratado es competencia de las partes. La Secretaría, a través de la Oficina Jurídica de la FAO, ha propuesto algunos criterios que incluyen la posible definición de la expresión, pero la interpretación de las disposiciones de un tratado sigue siendo competencia de las partes. En el caso concreto de los acuerdos concluidos en virtud del Artículo XIV de la Constitución de la FAO, como es el caso de la CIPF, habida cuenta de la relación entre dichos acuerdos y la Organización, hay disposiciones que pueden requerir información pertinente a la Organización que ha de ser proporcionada por la Secretaría y que está sujeta al examen de los órganos rectores de la misma. No obstante, al margen de estas situaciones particulares, que no parecen plantearse en el caso que nos ocupa, la interpretación de las disposiciones de un tratado es competencia de las partes.

18.
En el intento de formular una propuesta aceptable para las partes, teniendo en cuenta los debates mantenidos hasta la fecha, en el Anexo 2 de este documento se proporcionan criterios relativos a una posible interpretación. 

19.
En el caso de que la CMF estimara que el asunto requiere todavía un examen más a fondo, podrían tomarse en consideración una serie de opciones. En concreto:

· no adoptar nuevas medidas ya que la propuesta formulada en la reunión podría proporcionar el fundamento necesario para hallar una solución;

· elaborar una definición armonizada de “funcionario público” como una NIMF o suplemento a una NIMF vigente;

· que la CMF remita el asunto al Comité de Asuntos Constitucionales y Jurídicos de la FAO para una interpretación oficial;

Ninguna nueva medida

20.
La CMF-4 quizá desee tomar la decisión de que, por su parte, no es necesario adoptar ninguna otra medida relativa a la interpretación de la expresión “funcionario público”. Esta decisión comportaría que las Partes Contratantes serían responsables de interpretar el significado de “funcionario público” con arreglo a sus respectivas leyes y reglamentos. Las controversias entre las Partes Contratantes sobre la interpretación de “funcionario público” y su aplicación podrían llevar a que se inicien procedimientos de solución de diferencias tanto en el marco de la CIPF como de la Organización Mundial del Comercio (OMC). En ese caso, el resultado del procedimiento de solución de diferencias, o procedimientos, brindaría una orientación sobre el modo en que debería interpretarse la expresión “funcionario público”.

Elaborar una NIMF o un suplemento a una NIMF vigente, definiendo la expresión “funcionario público”

21.
La CMF-4 podría tomar la decisión de armonizar la interpretación de la expresión de “funcionario público” con objeto de garantizar que las Partes Contratantes aplican de forma uniforme las disposiciones del párrafo 2 a) del Artículo V de la CIPF. La labor de elaborar una NIMF podría encomendarse al Grupo técnico sobre el glosario. Otra opción consistiría en establecer un grupo de trabajo de composición abierta con el objetivo de definir e interpretar la expresión “funcionario público” (similar al Grupo de trabajo de composición abierta sobre “control oficial”). La tercera opción podría ser que el grupo de trabajo de expertos sobre la revisión de las NIMF n.º 7 y n.º 12 se encargue de incluir una definición e interpretación de “funcionario público” en la revisión propuesta.

22.
Este esfuerzo de armonización podría dar lugar a la inclusión de una definición de “funcionario público” en la NIMF n.º 5 (Glosario de términos fitosanitarios) o en la NIMF n.º 12 revisada. Las Partes Contratantes dispondrían entonces de una orientación coherente sobre el modo de interpretar este término. La CMF-4 debería, no obstante, valorar si es factible en un futuro próximo desarrollar la interpretación y definición adoptada en relación con la expresión “funcionario público”.

Interpretación por conducto del Comité de Asuntos Constitucionales y Jurídicos de la FAO

23.
Otro camino para aprobar una definición para la expresión “funcionario público” sería por conducto del Comité de Asuntos Constitucionales y Jurídicos de la FAO. La CMF-4 podría remitir este asunto a dicho Comité. En virtud del párrafo 3 b) del Artículo XXXIV del Reglamento General de la Organización, el Comité puede examinar las cuestiones que se planteen a raíz de “la formulación, aprobación, entrada en vigor e interpretación de las convenciones y acuerdos multilaterales suscritos en virtud del Artículo XIV de la Constitución”. Las conclusiones del examen del Comité de Asuntos Constitucionales y Jurídicos podrían remitirse a la CMF o a la Conferencia de la FAO. 

IV. Medidas propuestas por la CMF

24.
Se invita a la CMF a:

1. Tomar nota y, cuando proceda, formular observaciones sobre la interpretación de la expresión “funcionario público” tal como se establece en el Anexo 2.

2. Determinar el modo de proceder sobre este asunto con referencia a los párrafos 20, 21 y 23.

Anexo 1
1.
A continuación figura el texto enviado por Letonia en diciembre de 2008.

Posición de la EPPO sobre la interpretación de la expresión “funcionario público” 
(Apéndice del informe de la 18.ª Consulta Técnica)

El Consejo de la EPPO examinó la interpretación de la expresión “funcionario público” de la Oficina Jurídica de la FAO a la luz del párrafo 2 a) del Artículo V de la CIPF en el que se establece que la expedición de certificados fitosanitarios se realizará por funcionarios públicos.

Según la interpretación de la expresión “funcionario público” de la Oficina Jurídica de la FAO, las ONPF o “cualquier otro organismo administrativo o persona jurídica o física” pueden expedir certificados fitosanitarios.

El Consejo de la EPPO no puede aceptar que, conforme a esta interpretación, se permita a particulares o empresas privadas la expedición de certificados fitosanitarios. El Consejo de la EPPO insiste en que sólo las personas con cargos gubernamentales se consideran funcionarios públicos. Por gubernamental se entiende normalmente la ONPF.

Anexo 2

Párrafo 2 a) del Artículo V de la CIPF 
Criterios para una posible interpretación de la expresión “funcionario público”

1. El párrafo 2 del Artículo V de la CIPF establece lo siguiente:

“Cada parte contratante adoptará disposiciones para la emisión de certificados fitosanitarios en conformidad con las estipulaciones siguientes:

a) La inspección y otras actividades relacionadas con ella que conduzcan a la emisión de certificados fitosanitarios serán efectuadas solamente por la organización oficial nacional de protección fitosanitaria o bajo su autoridad. La emisión de certificados fitosanitarios estará a cargo de funcionarios públicos, técnicamente calificados y debidamente autorizados por la organización nacional oficial de protección fitosanitaria para que actúen en su nombre y bajo su control, en posesión de conocimientos e información de tal naturaleza que las autoridades de las partes contratantes importadoras puedan aceptar los certificados fitosanitarios con la confianza de que son documentos fehacientes.

b) ...” 
2. De lo anteriormente expuesto podría inferirse que “la inspección y otras actividades relacionadas con ella que conduzcan a la emisión de certificados fitosanitarios” podrán realizarse bien a) por la ONPF, es decir, el organismo gubernamental oficial designado al efecto por cada Parte Contratante en la CIPF de acuerdo con el párrafo 1 del Artículo IV de la Convención, o b) por medio de otra institución o persona jurídica o física que actúe bajo la autoridad de la ONPF. En la opción b), la legislación nacional debería estar en vigor para autorizar a la ONPF a delegar funciones de inspección y mantener la supervisión sobre el desempeño de esas funciones. A nivel operativo, la ONPF debería disponer de capacidad suficiente para verificar que las actividades que se estén llevando a cabo bajo su autoridad se realicen adecuadamente. 

3. En el artículo mencionado anteriormente se estipula también que “la emisión de certificados fitosanitarios estará a cargo de funcionarios públicos, técnicamente calificados y debidamente autorizados por la organización nacional oficial de protección fitosanitaria para que actúen en su nombre y bajo su control […].”
4. La CIPF no define la expresión “funcionario público” como tal; podría considerarse que esta expresión debe interpretarse en virtud de la legislación nacional y, por tanto, podría variar. Por “funcionario público” se entiende normalmente la persona nombrada para un cargo en el ejercicio de funciones gubernamentales. Esta definición se corresponde en general con la expresión española “funcionario público” y con el término francés “fonctionnaire”; ambas expresiones figuran en las versiones oficiales de la CIPF en los respectivos idiomas. Estas expresiones podrían incluir a cualquier funcionario del ministerio (responsable de la cuarentena vegetal) en todos los niveles, incluido el oficial de cuarentena vegetal.

5. En determinadas legislaciones nacionales pueden establecerse disposiciones distintas que permitan a entidades paraestatales o privadas desempeñar funciones oficiales en virtud de la delegación correspondiente de competencias por parte de las entidades gubernamentales (en este caso, las ONPF). Puede suceder que sea una práctica establecida de la administración pública nacional o que, en determinados países, la ONPF no disponga de la dotación suficiente de personal o haga frente a una emergencia fitosanitaria que requiera más recursos humanos. 
6. En virtud de la CIPF, las personas físicas o jurídicas que actúen en calidad de “funcionarios públicos” deberían estar “debidamente autorizados” por la ONPF. En la legislación nacional se deberían establecer las condiciones y las modalidades de esa autorización. Con arreglo a la CIPF, es necesario que los funcionarios públicos estén “técnicamente cualificados”. El nivel de cualificación técnica debería también determinarse en la legislación nacional. 
7. En los casos en que la inspección y la certificación se lleven a cabo por una entidad distinta de la ONPF, la responsabilidad en lo tocante a las medidas internaciones adoptadas sigue siendo de la ONPF y, por consiguiente, de la Parte Contratante en la CIPF respecto a otras Partes Contratantes en la Convención.

� Pueden consultarse los informes de las reuniones de las CT-ORPF en el siguiente enlace: �HYPERLINK "https://www.ippc.int/id/13396?language=es"��https://www.ippc.int/id/13396?language=es�
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